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Honorable Cámara de Diputados

     Provincia de Buenos Aires

PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

DECLARA

Que ve con preocupación la interpretación de los Jueces integrantes del Tribunal en lo Criminal Nº 4 de San Isidro, respecto del fallo en Causa Nº 2647, en donde se dispuso el arresto domiciliario con Salidas Laborales en una Agencia de Seguridad, para el ex-cabo de la Policía Bonaerense, Ruben Emir Champonois, condenado por el homicidio del Sr. Mariano Witis.- 

Fundamentos

 
El 18 de diciembre de 2007, Ruben Emir Champonois, cabo de la Policía Bonaerense, fue condenado a la Pena de 12 (doce) años y 9 (nueve) meses de prisión, accesorias legales , e inhabilitación especial por el término de 10 años para tener y/o portar armas de fuego y ocupar cargos públicos por el Tribunal en lo Criminal Nª4 de San Isidro por el Homicidio de Mariano Witis. En ese mismo fallo se dispuso el arresto domiciliario con Salidas laborales .

 
De información periodística difundida durante el año en curso, surgiría que Rubén Champonois fue autorizado por la justicia a trabajar en una agencia de seguridad desempeñándose como administrativo de lunes a sábados de 8 a 17, Agencia que no figuraba en el registro del Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires (FM-Notivcias, 30 de enero de 2008). Tras una denuncia hecha por la familia del joven asesinado, el Ministerio de Seguridad Bonaerense descubrió que la agencia de seguridad privada trabajaba en forma ilegal y la clausuró (Diario Clarín, 4 de febrero de 2008).

 
Se trata de una situación socialmente preocupante, ya que el fallo no habilita tácitamente al referido condenado a  trabajar en el ámbito de la Seguridad privada, sino simplemente se remite a interpretar que no correspondería una inhabilitación formal, entendiendo que “la inhabilitación para desempeñarse como vigilador privado que reclamaron los dos acusadores privados no encuentran sustento legal, ya que la citada función con la policial no se encueuntran encolumnadas en el mismo genero como exige el art. 20 del C.P., correspondiendo su autorización o no a los respectivos órganos de contralor de tal actividad”. De esta forma el fallo evita el problema de central basándose en lo establecido en el artículo 20 del C.P. que determina que “La inhabilitación especial producirá la privación del empleo, cargo, profesión o derecho sobre que recayere y la incapacidad para obtener otro del mismo género durante la condena”.
 
Asumimos que dicha interpretación resulta forzada, en virtud de que bajo la legislación actual de Vigilancia Privada (Ley 12297, artículo 1) se establece taxativamente que  “Las actividades de las personas jurídicas prestadoras de servicios de seguridad privada, que se desarrollen en el territorio de la Provincia, en los términos regulados por esta ley, serán consideradas complementarias y subordinadas a las que realiza el Estado provincial, y sujetas a las políticas que se fijen con el objeto de resguardar la seguridad pública, conforme a los principios establecidos en la ley general sobre esa materia”

 
Asimismo la homologación en especie de ambas actividades queda reforzada en los artículos 9 a 11 de la misma norma, referidos a las obligatoriedades de: Cooperar con las autoridades policiales u organismos de persecución penal en relación con las personas o bienes cuya vigilancia, custodia o protección se encuentren a su cargo; Poner a disposición de la autoridad pública todos los recursos humanos y materiales disponibles y actuar bajo las órdenes y responsabilidad de la autoridad pública en caso de situación de emergencia; Prestar colaboración y asistencia a requerimiento de la fuerza de seguridad pública, siendo éstas últimas las responsables de coordinar tal cooperación.

 
Que aún atendiendo constreñidamente a la interpretación del tribunal que considera que la autorización o no, corresponde a los respectivos órganos de contralor de tal actividad,  de todos modos el Sr. Champonois se encontraría bajo lo normado en el artículo 8 de la Ley 12297 respecto de las actividades en la Seguridad privada,  donde se explicita que “no podrán desempeñarse en el ámbito de la seguridad privada quienes hayan sido excluidos de las fuerzas armadas, de seguridad, policiales, del servicio penitenciario u organismos de inteligencia por delitos o faltas relacionadas con las actividades reguladas por la presente y quienes posean antecedentes por condenas o procesos judiciales en trámite por delitos dolosos, o culposos relacionados con el ejercicio de la función de seguridad”.

 
Cabe destacar que la interpretación asociada al fallo de que el trabajo administrativo en el ámbito de la Seguridad privada queda fuera de dicha norma también resulta forzada, ya que el manejo de la información proveniente de la actividad resulta potencialmente riesgoso, situación que queda plasmada en las prohibiciones a que hace referencia la citada Ley en su artículo 14.

 
Que en este sentido el articulo 8 de la precitada Ley establece que la prohibición es en al “ámbito” de la actividad privada y no en “tareas de actividad privada” vislumbrando los alcances potenciales referidos a todas las actividades relacionadas con la Seguridad privada, lo cual incluye el manejo de información sensible. 

 
Por tal motivo, solicito a los miembros de esta Honorable Cámara que acompañen con su voto positivo el presente Proyecto de Declaración. 

